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El Ministro de Defensa Nacional,

Diego Andrés Molano Aponte.

El Ministro de Agricultura Y Desarrollo Rural,

Rodolfo Zea Navarro.

El Ministro de Salud y Protección Social,

Fernando Ruiz Gómez.

El Secretario General del Ministerio de Ciencia, Tecnología e 
Innovación, encargado de las funciones del despacho del Ministro de 
Ciencia, Tecnología e Innovación,

José Manuel Luque González.
El Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la 

República,
Víctor Manuel Muñoz Rodríguez.

LEY 2205 DE 2022
(mayo 10)

por medio de la cual se modifican los artículos 175 y 201 de la Ley 906 de 2004, con el fin de establecer un 
término perentorio para la etapa de indagación, tratándose de delitos graves realizados contra los niños, 
niñas y adolescentes, se crea la unidad especial de investigación de delitos priorizados cometidos contra la 

infancia y la adolescencia, y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. Modificar los artículos 175 y 201 de la Ley 906 
de 2004, a fin de establecer un término inicial de ocho (8) meses, en el 
cual la Fiscalía General de la Nación, deberá formular imputación de 
cargos o archivar motivadamente la indagación, en delitos priorizados 
que se cometan en contra de menores de edad y crear la Unidad Especial 
de Investigación de Delitos Priorizados, cometidos contra menores de 
edad.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 175 de la Ley 906 de 2004, el 
cual quedará así:

“Artículo 175. Duración de los procedimientos. El término de que 
dispone la Fiscalía para formular la acusación o solicitar la preclusión 
no podrá exceder de noventa (90) días contados desde el día siguiente 
a la formulación de la imputación, salvo lo previsto en el artículo 294 
de este código.

El término será de ciento veinte (120) días cuando se presente 
concurso de delitos, o cuando sean tres o más los imputados o cuando 
se trate de delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito 
Especializados.

La audiencia preparatoria deberá realizarse por el juez de 
conocimiento a más tardar dentro de los cuarenta y cinco (45) días 
siguientes a la audiencia de formulación de acusación.

La audiencia del juicio oral deberá iniciarse dentro de los cuarenta y 
cinco (45) días siguientes a la conclusión de la audiencia preparatoria.

Parágrafo 1°. La Fiscalía tendrá un término máximo de dos años 
contados a partir de la recepción de la noticia criminis para formular 
imputación u ordenar motivadamente el archivo de la indagación. 
Este término máximo será de tres años cuando se presente concurso 
de delitos, o cuando sean tres o más los imputados. Cuando se trate 
de investigaciones por delitos que sean de competencia de los jueces 
penales del circuito especializado el término máximo será de cinco 
años.

Parágrafo 2°. Tratándose de los delitos de homicidio (Art. 103 C. 
P.), feminicidio (Art. 104A C. P.), violencia intrafamiliar (Art. 229 C. 

P.) o de delitos contra la libertad, integridad y formación sexual (Título 
IV C. P.), perpetrados contra menores de dieciocho (18) años, la Fiscalía 
tendrá un término de ocho (8) meses contados a partir de’ la recepción 
de la noticia criminal para formular la imputación u ordenar mediante 
decisión motivada el archivo de la indagación, prorrogables por una 
sola vez hasta por seis (6) meses cuando medie justificación razonable.

Si vencido este término no se ha llevado a cabo la imputación o el 
archivo, el fiscal que esté conociendo del proceso será relevado del caso 
y se designará otro fiscal, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes, 
quien deberá resolver sobre la formulación de imputación o el archivo 
en un término perentorio de noventa (90) días, contados a partir del 
momento en que se le asigne el caso. 

Lo previsto en este parágrafo no obstará para que se pueda disponer 
la reapertura del caso cuando exista mérito para ello.

Parágrafo 3°. En los procesos por delitos de competencia de 
los jueces penales del circuito especializados por delitos contra la 
Administración Pública y por delitos contra el patrimonio económico 
que recaigan sobre bienes del Estado respecto de los cuales proceda la 
detención preventiva, los anteriores términos se duplicarán cuando sean 
tres (3) o más los imputados o los delitos objeto de investigación”.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 201 de la Ley 906 de 2004, el 
cual quedará así:

“Artículo 201. Órganos de Policía Judicial Permanente. Ejercen 
permanentemente las funciones de policía judicial los servidores 
investidos de esa función, pertenecientes al Cuerpo Técnico de 
Investigación de la Fiscalía General de la Nación y a la Policía Nacional, 
por intermedio de sus dependencias especializadas.

Parágrafo 1°. En los lugares del territorio nacional donde no hubiere 
miembros de policía judicial de la Policía Nacional, estas funciones las 
podrá ejercer la Policía Nacional.

Parágrafo 2°. La Fiscalía General de la Nación contará con una 
Unidad Especial de Investigación de delitos priorizados cometidos 
contra la Infancia y la Adolescencia, con equipos técnicos y 
profesionales suficientes e idóneos del Cuerpo Técnico de Investigación 
para desarrollar el programa metodológico trazado por el ente acusador. 
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Esta Unidad Especial funcionará de conformidad con lo normado en la 
ley y en el estatuto orgánico de la Fiscalía General de la Nación. 

Parágrafo 3°. La Unidad Especial de Investigación de Delitos 
Priorizados cometidos contra menores de edad operará de forma 
articulada y bajo el principio de colaboración armónica entre sus 
distintos miembros, los cuales serán funcionarios de la Fiscalía General 
de la Nación, Cuerpo Técnico de Investigación Judicial, Policía de 
Infancia y Adolescencia, Defensores Públicos, Jueces de Garantías y 
Jueces de Conocimiento. La conformación de la Unidad Especial de 
Investigación de Delitos Priorizados cometidos contra menores de edad 
será reglamentada conforme al estudio de cargas que se contempla en 
el artículo siguiente. La Unidad Especial de Investigación de Delitos 
Priorizados estará articulada con las Defensorías de Familia mediante 
la emisión y recepción de alertas, que permitan iniciar las actuaciones 
procedentes en el marco de sus competencias, para .la protección 
garantía y restablecimiento de derechos de niñas, niños y adolescentes.”.

Artículo 4°. En un plazo de seis (6) meses contados a partir 
de la expedición de la presente ley, deberá definirse la creación, 
conformación y ubicación de la Unidad Especial de Investigación de 
Delitos Priorizados cometidos contra menores de edad, conforme a lo 
establecido en el estudio de carga presentado por la Fiscalía General 
de la Nación y el Consejo Superior de la Judicatura. Lo anterior, sin 
perjuicio de que en el estudio de carga participen, según sean requeridos, 
el Cuerpo Técnico de Investigación Judicial, la Policía de Infancia y 
Adolescencia, el Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
-DANE-, Consejería Presidencial para la Niñez, Consejería Presidencial 
para la Equidad de la Mujer y Adolescencia, así como la Consejería 
Presidencial para los Derechos Humanos y Asuntos Internacionales.

Artículo 5°. En el Presupuesto General de la Nación se deberá 
garantizar de manera progresiva un porcentaje razonable para la 
financiación de la Unidad Especial para la investigación de delitos 
priorizados cometidos contra la infancia y la adolescencia, y en general 
para la consecución de las labores de investigación por parte de la 
Fiscalía General de la Nación. Sin perjuicio de lo anterior, las fuentes 
de financiación también podrán provenir de aportes otorgados por 
cooperación internacional.

Parágrafo. Este porcentaje variará positiva o negativamente conforme 
a los resultados obtenidos en las labores de la unidad y el impacto que 
tengan en la administración de justicia, para lo cual anualmente se hará 
la calificación de este elemento.

Artículo 6°. Establézcase el término perentorio de un (1) año contado 
a partir de la vigencia de la presente ley para que la Fiscalía General de 
la Nación proceda con la reglamentación e implementación de lo aquí 
previsto.

Artículo 7°. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de 
su promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,
Juan Diego Gómez Jiménez.

El Secretario General del Honorable Senado de la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

La Presidenta de la Honorable Cámara de Representantes,
Jennifer Kristin Arias Falla.

El Secretario General de la Honorable Cámara de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA- GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase. 
Dada en Bogotá, D. C., a 10 de mayo de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

José Manuel Restrepo Abondano.

El Ministro de Justicia y del Derecho,
Wilson Ruiz Orejuela.

El Ministro de Defensa Nacional,
Diego Andrés Molano Aponte.

El Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la 
República,

Víctor Manuel Muñoz Rodríguez.
El Director del Departamento Administrativo Nacional de Estadística 

- DANE,
Juan Daniel Oviedo Arango.

El Director del Departamento Administrativo para la Prosperidad 
Social (e),

Pierre Eugenio García Jacquier.

Presidencia de la república

Decretos

DECRETO NÚMERO 719 DE 2022

(mayo 10)
por el cual se designa un delegado del Presidente de la República en la Mesa Técnica de 

Seguridad y Protección.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de las facultades constitucionales 

y legales, y en desarrollo del literal e) del artículo 2.4.1.4.5 del Decreto 1066 de 2015, y
CONSIDERANDO:

Que en el punto 3.4.7.4 del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la 
Construcción de una Paz Estable y Duradera , dentro del Sistema Integral de Seguridad 
para el Ejercicio de la Política, se acordó implementar un programa de protección integral 
que tendrá como objetivo proteger a las y los integrantes del nuevo partido o movimiento 
político que surja del tránsito de las FARC-EP a la actividad legal, actividades y sedes, así 
como a las y los antiguos integrantes de las FARC-EP que se reincorporen a la vida civil y 
a las familias de todos los anteriores de acuerdo con el nivel de riesgo.

Que mediante el Decreto 895 de 2017 se creó el Sistema Integral de Seguridad para el 
Ejercicio de la Política, como parte de una concepción moderna de seguridad que se funda 
en el respeto de la dignidad humana, en la promoción y respeto de los derechos humanos y 
en la defensa de los valores democráticos particularmente en protección de los derechos y 
libertades de los que ejercen la política, el cual cuenta con diferentes instancias, entre ellas 
la Instancia de Alto Nivel del Sistema Integral de Seguridad para el Ejercicio de la Política.

Que mediante el Decreto 299 del 2017 se adicionó el Capítulo 4 al título 1, de la Parte 
4 del Libro 2 del Decreto 1066 de 2015, y se creó el Programa de Protección Especializada 
de Seguridad y Protección y la Mesa Técnica de Seguridad, conformad por: a) El 
Delegado Presidencial en la Instancia de Alto Nivel del Sistema Integral de Seguridad 
para el Ejercicio de la Política; b) El Director de la Unidad Nacional de Protección; c) 
El Subdirector de la Subdirección Especializada de Seguridad y Protección de la Unidad 
Nacional de Protección; d) El Director de Derechos Humanos del Ministerio del Interior; 
e) Un delegado del Presidente de la República y (f) Cinco delegados del nuevo movimiento 
o partido político que surja del tránsito de las FARC-EP a la actividad política legal.

DECRETA:
Artículo 1°. Designación del delegado del Presidente de la República. Designar al 

Consejero Presidencial para la Estabilización y la Consolidación del Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República como delegado del Presidente de la 
República en la Mesa Técnica de Seguridad y Protección de conformidad con el literal e) 
del artículo 2.4.1.4.5 del Decreto 1066 de 2015.

Artículo 2°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de su expedición.
Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 10 de mayo de 2022.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ.
El Director del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República,

Víctor Manuel Muñoz Rodríguez.

DECRETO NÚMERO 720 DE 2022

(mayo 10)
por el cual se designan los representantes del Gobierno nacional ante la Comisión de 

Seguimiento, Impulso y Verificación a la Implementación del Acuerdo Final.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales, en especial las conferidas por el numeral 13 del artículo 189 de 
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